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damenta en la protección del consumidor la nu-
lidad del contrato de financiación como efecto 
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Resumen: la nulidad del contrato de financiación, a instancia del adquiren-
te, también está comprendida en el artículo 12 de la Ley 42/1998; interpretación 
del concepto de exclusividad; artículos 10 y 12 de la Ley 42/98: interpretación: 
contempla indistintamente el desistimiento y la resolución sin matizar diferencia 
alguna respecto de su respectiva incidencia en el plano de la ineficacia del contrato; 
ante la insuficiencia que presenta la interpretación literal, procede dar preferencia 
a la interpretación teleológica a los efectos de extender la ineficacia derivada a un 
supuesto, como el de la nulidad contractual, que exterioriza, de un modo frontal, la 
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vulneración de los legítimos derechos e intereses del consumidor adherente de estos 
productos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles. 
Disposiciones estudiadas: Arts. 10 y 12 de la Ley 42/1998, de 15 de diciembre 
(RCL 1998, 2916), sobre Derecho de aprovechamiento por turno de bienes inmue-
bles de uso turístico y medidas tributarias, y art. 15 de la Ley 7/1995, de 23 de 
marzo (RCL 1995, 979 y 1426), de Crédito al consumo. 
Jurisprudencia relacionada: STS de 27 julio 2015 (RJ 2015, 4856). 
ANTECEDENTES DE HECHO 
En el presente caso, un consumidor interpone demanda instando la nu-
lidad de un contrato de aprovechamiento por turno de un inmueble de uso 
turístico, así como del contrato de financiación que obtuvo para la compra de 
aquél, y del de seguro de vida firmado para éste. La Entidad de Crédito interpo-
ne demanda reconvencional contra tal pretensión de anulación del contrato de 
financiación. El JPI estima enteramente la demanda, y rechaza la reconvención. 
La Entidad de Crédito interpone recurso de apelación, por idénticas ra-
zones a las contenidas en la reconvención, que la AP estima. El consumidor 
interpone recurso de casación, y el TS lo estima, fijando como «doctrina juris-
prudencial de esta Sala que en los contratos de aprovechamiento por turno de 
bienes inmuebles, sujetos a la Ley 42/1998 (RCL 1998, 2916), la nulidad del 
contrato de financiación, a instancia del adquirente, también está comprendida 
en el artículo 12 de dicho Texto legal». 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
«PRIMERO. 1. El presente caso, en un contexto de aplicación concurrente 
de la Ley 42/1998, de 15 de diciembre (RCL 1998, 2916), sobre Derecho de aprove-
chamiento por turno de bienes inmuebles de uso turístico y medidas tributarias, y 
de la Ley 7/1995, de 23 de marzo (RCL 1995, 979 y 1426), de Crédito al consumo, 
plantea, como cuestión de fondo, la interpretación sistemática que debe realizarse, 
por una parte, de la propia correlación de los artículos 10 y 12 de la citada Ley 
42/1998 , y por la otra, de la incidencia o proyección al caso del artículo 15 de la 
también citada Ley 7/1995. 
Principalmente, se plantea una cuestión de interpretación normativa. Así, 
respecto de la correlación de los citados 10 y 12 (Ley 42/1998) se cuestiona si la 
ineficacia del contrato de financiación se produce sólo en atención a los supuestos 
de desistimiento y resolución del contrato principal relativo a los derechos de apro-
vechamiento por turno de alojamiento o, por el contrario, si también se produce en 
consideración de la nulidad de dicho contrato. Respecto del artículo 15 (Ley 7/1995) 
se cuestiona el alcance del concepto de «exclusividad», esto es, si se requiere que el 
proveedor de los bienes o servicios sólo financie a los clientes a través de una única 
entidad bancaria o, por el contrario, si dicha exclusividad se cumple también en  
los supuestos en que el proveedor tenga acuerdos con varias entidades bancarias, 
siempre que el cliente no tenga otra opción o alternativa de elección posible. 
SEGUNDO. .. . 
2. Cuestión previa. Directriz de interpretación. 
En este contexto de interpretación, y a los efectos de la mejor compresión de 
la resolución del mismo, interesa destacar una consideración acerca del proceso 
interpretativo que conviene resaltar en el presente caso. 
En este sentido, debe precisarse el carácter instrumental que presenta la in-
terpretación literal de la norma, de forma que no debe valorarse como un fin en sí 
misma considerada, pues la atribución del sentido, objeto del proceso interpretativo, 
sigue estando en la finalidad y función que informa a la norma. 
3. Insuficiencia de la interpretación literal como criterio preferente y autó-
nomo del proceso interpretativo. 
El desarrollo de este proceso interpretativo y, con ello, la interpretación restric-
tiva resultante, no puede ser compartido por esta Sala. La razón de fondo, conforme 
a las anteriores directrices señaladas, es que del curso de la interpretación literal 
de los preceptos objeto de examen, cuya función es auxiliar o instrumental respecto 
del propio proceso de interpretación, no se deduce una atribución de sentido clara 
o unívoca respecto de las cuestiones planteadas que determine la innecesariedad de 
continuar con la interpretación normativa; de forma que la interpretación realizada 
resulta incompleta o inconclusa. 
En efecto, en primer término, y con carácter general, debe señalarse que la 
limitación de esta interpretación literal queda manifestada si tenemos en consi-
deración que la principal clave interpretativa que la sentencia de referencia toma 
de la letra de la norma, esto es, la propia rúbrica del artículo 10, que distingue 
entre desistimiento y resolución, obedece, en realidad, a un error de la traducción 
española de la Directiva 1994/47/CE (LCEur 1994, 3610) que, trasladado a la 
Ley 42/98, erróneamente traducía el término "résiliatíon", de la versión francesa 
de la citada Directiva, como resolución. En la actualidad, dicha confusión ha sido 
aclarada por la vigente regulación de la Ley 4/2012 que, incorporando la nueva 
Directiva 2008/122/CE (LCEur 2009, 147), contempla un tratamiento unitario del 
precepto referido al derecho de desistimiento, bien con relación a una información 
precontractual correcta, o bien incorrecta, diferenciando sólo el cómputo del plazo 
para su ejercicio. 
En segundo término, y en la línea de lo anteriormente expuesto, también pro-
cede señalar que la insuficiencia de la interpretación literal seguida queda resaltada 
en la propia indefinición o ambigüedad que se desprende de la letra del precepto 
en orden a la configuración jurídica de la ineficacia contractual. En este sentido, 
conforme a lo señalado en la segunda directriz de interpretación anteriormente 
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expuesta, de la literalidad del artículo 10 Ley 42/98, cuya formulación prolija, ya 
se ha dicho, es reconocida por la sentencia tomada de referencia, no se desprende 
que en dicha norma se haya abordado un pleno régimen especial de la ineficacia 
resultante en los contratos de aprovechamientos por turno de bienes inmuebles 
sujetos a esta normativa. 
En efecto, por el contrario, la norma contempla indistintamente el desistimien-
to y la resolución sin matizar diferencia alguna respecto de su respectiva incidencia 
en el plano de la ineficacia del contrato, extremo que viene a confirmar la anterior 
confusión señalada por la defectuosa traducción de la Directiva que, en realidad, 
sólo contemplaba el supuesto del desistimiento que, como se sabe, no es una figura 
que corresponda técnicamente al ámbito de la ineficacia contractual. Esta misma 
confusión también se observa cuando el precepto establece, con idéntico contenido, 
los efectos del desistimiento o de la resolución en los supuestos tomados en con-
sideración (número primero y segundo del artículo 10), esto es, la liberación del 
adquirente (cliente) de abonar gasto alguno o indemnización al respecto. Con lo 
que, siguiendo la propia letra del precepto, y la ambigüedad o indefinición señala-
da, tampoco se puede afirmar que la norma excluya la aplicación a la acción de la 
nulidad, pues al margen de que no se señale expresamente (literalmente), su posible 
aplicación se contempla con una clara razón de compatibilidad ("sin perjuicio de lo 
establecido en el párrafo anterior", señala el precepto) y con relación a un supuesto 
expresamente contemplado en el deber de información que debe acompañar a la 
formalización de estos contratos, es decir, cuando el proveedor lo haya incumplido 
y su oferta refleje una "falta de veracidad en la información suministrada". 
Como puede observarse, aunque instrumentalmente la interpretación literal 
suela ser el punto de partida del proceso interpretativo, no obstante, ello no deter-
mina que represente, inexorablemente, el punto final o de llegada del curso inter-
pretativo, sobre todo en aquellos supuestos, como el presente caso, en donde de la 
propia interpretación literal no se infiera una atribución de sentido unívoca que dé 
una respuesta clara y precisa a las cuestiones planteadas (STS de 18 de junio de 
2012, núm. 294/2012 [RJ 2012, 8857]). En estos casos, por así decirlo, el proceso 
interpretativo debe seguir su curso hasta llegar a la "médula" de la razón o del 
sentido normativo, sin detenerse en la mera "corteza" de las palabras o términos 
empleados en la formulación normativa. 
4. Sistematización del contexto interpretativo y finalidad jurídica de la 
norma (sentido normativo). 
La continuidad del proceso interpretativo en busca del fin jurídico que informa 
a la norma y la dota de sentido requiere que, previamente, se sistematice correcta-
mente el contexto normativo objeto de interpretación. 
En este sentido, y en la línea de superar la interpretación literal anteriormente 
examinada, debe precisarse que la delimitación del contexto normativo objeto de 
interpretación también comprende tanto la Ley 26/1984, de 19 de julio (RCL 1984, 
1906), sobre defensa de consumidores y usuarios, como la Ley 7/1998, de 13 de abril 
(RCL 1998, 960), sobre condiciones generales de la contratación, dada la condición  
de consumidores y adherentes de los adquirentes del aprovechamiento por turno 
de bienes inmuebles, tal y como se desprende del contrato de 22 de junio de 2002. 
Pues bien, del contexto normativo así delimitado, se desprende, de forma clara, 
que tanto el régimen específico de la Ley de aprovechamientos por turno, como el de 
la ley de crédito al consumo, vienen informados axiológicamente por la normativa 
citada que resulta presidida por una innegable finalidad tuitiva o protectora de la 
posición contractual del consumidor adherente de estos productos. 
Finalidad tuitiva (artículo 51 CE [RCL 1978, 2836]) que la normativa citada 
articula, entre otros mecanismos, en un específico control de eficacia de la regla-
mentación predispuesta, mediante el control de abusividad, tanto por contenido 
como por transparencia, y que la doctrina jurisprudencial de esta Sala, conforme 
al desenvolvimiento de las directrices de orden público económico, particularmente 
del principio de buena fe, caracteriza o residencia en los especiales deberes de con-
figuración contractual que incumben al predisponente en este particular modo de la 
contratación (STS de 8 de septiembre de 2014, núm. 464/2014 [RJ 2014, 4660]). 
De todo ello se desprende que, en el presente caso, la definición del régimen 
de la ineficacia derivada no puede quedar extramuros de esta función tuitiva que, 
lejos de representar un mero recurso de la interpretación lógica, atribuye el sentido 
normativo al contexto objeto de interpretación directamente desde los propios prin-
cipios generales que lo informan. De forma que, ante la insuficiencia que presenta 
la interpretación literal, procede dar preferencia a la interpretación teleológica de 
los preceptos analizados a los efectos de extender la ineficacia derivada a un su-
puesto, como el de la nulidad contractual, que exterioriza, de un modo frontal, la 
vulneración de los legítimos derechos e intereses del consumidor adherente de estos 
productos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles. 
También, y en contra de lo argumentado a mayor abundamiento por la senten-
cia recurrida, procede puntualizar que esta conclusión interpretativa no se opone ni 
al criterio interpretativo de la conservación de los actos y negocios, que esta Sala 
también tiene reconocido como principio general del derecho (STS de 15 de enero 
de 2013, núm. 827/2012 [RJ 2013, 2276]), ni al valor que representa el principio 
de seguridad jurídica. 
En cuanto al primer aspecto indicado, debe tenerse en cuenta que este criterio 
de interpretación, como su formulación de principio, no resulta de aplicación en 
aquellos supuestos, como el del presente caso, en donde se produce una infracción 
bien de la norma interpretativa que establece los presupuestos de validez y eficacia 
del acto o negocio jurídico en cuestión, o bien, una vulneración de la libre confor-
mación de la voluntad negocial de una de las partes contratantes que determina su 
nulidad radical. En el segundo aspecto señalado, porque el principio de seguridad 
jurídica, y su plasmación en la seguridad del tráfico jurídico, no queda en entredi-
cho cuando, como ocurre en el presente caso, la doctrina jurisprudencial se dirige a 
dotar de certidumbre y comprensibilidad el contexto normativo objeto de interpreta-
ción, de forma que su respectiva aplicación resulte accesible tanto a los ciudadanos, 
como a los operadores económicos en su actividad comercial o empresarial. 
228 	RPD 39 - 2016 • GUILLERMO CERDEIRA BRAVO DE MANSILLA 
	
(IP 
	
CONSECUENTE INEFICACIA DEL CONTRATO DE FINANCIACIÓN... 	229 
FALLAMOS 
2 
Se fija como doctrina jurisprudencia) de esta Sala que en los contratos de 
aprovechamiento por turno de bienes inmuebles, sujetos a la Ley 42/1998 (RCL 
1998, 2916), la nulidad del contrato de financiación, a instancia del adquirente, 
también está comprendida en el artículo 12 de dicho Texto legal». 
COMENTARIO 
SUMARIO: 1. UNA BREVE EXPOSICIÓN DEL CASO Y DE LA ARGUMENTACIÓN JURÍDICA EMPLEADA POR LOS 
ÓRGANOS JUDICIALES DE PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA, Y POR EL TS, PARA SU SOLUCIÓN: 
UN «BAILE» ENTRE LA NECESARIA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES Y EL PRINCIPIO DE 
ACCESORIEDAD. 2. NUESTRA PROPUESTA DE ARGUMENTACIÓN EN LA RESOLUCIÓN DEL CASO: 
EL PRINCIPIO «ACCESSORIUM SEQUITUR PRI NCIPALE». 2.1. La «cuestión previa» para el TS: la 
prevalencia de la interpretación sistemática y lógica -fundada, según el TS, en la protección 
del consumidor- sobre la interpretación literal. 2.2. Y la «cuestión olvidada» por el TS: la inter-
pretación por su resultado: entre la interpretación estrictamente literal, que niega la existencia 
de una laguna legal, y la interpretación extensivo, o incluso analógica, que la admite como 
presupuesto, pero que, en este caso, choca contra normas excepcionales y sancionadoras. 2.3. 
Una argumentación alternativa a la del TS: la aplicación -sea interpretativa, sea integradora-
del principio «accesorium sequitur principales. 
1. UNA BREVE EXPOSICIÓN DEL CASO Y DE LA ARGUMENTACIÓN JURÍDICA 
EMPLEADA POR LOS ÓRGANOS JUDICIALES DE PRIMERA Y SEGUNDA INS-
TANCIA, Y POR EL TS, PARA SU SOLUCIÓN: UN «BAILE» ENTRE LA NECESARIA 
PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES Y EL PRINCIPIO DE ACCESORIEDAD 
Recordemos, ante todo, el caso litigioso que en esta ocasión termina en 
casación: 
Firmado un contrato de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles 
de uso turístico, y con él otra serie de contratos (entre los que destaca un 
contrato de préstamo firmado con una Entidad de Crédito para financiar la 
adquisición de aquel derecho de aprovechamiento), el contratante consumidor 
interpone una demanda instando la nulidad del contrato de aprovechamiento 
(que, en efecto, por varias razones se da en el caso, y que nadie discute), y 
con ella la nulidad del contrato de financiación que el demandante entiende 
vinculado a aquél (amén de otra cuestión que en este comentario obviaremos). 
Será, precisamente, en este último punto donde se plantea la polémica que  
llegará al TS. Ante aquella pretensión del consumidor-demandante, la Entidad 
de Crédito financiadora interpone demanda reconvencional, oponiéndose a la 
demanda en tal cuestión, y lo hace fundamentalmente por dos razones: de un 
lado, porque entiende que el contrato de financiación se formalizó como un 
contrato independiente, nueve días después, de haberse formalizado el contrato 
principal; y de otro lado, porque la regulación en que se fundamenta la demanda 
no resulta aplicable en el presente caso, pues el art. 12 de la Ley 42/1998, sobre 
aprovechamiento por turno, está previsto para los supuestos en que se hayan 
ejercitado las facultades de desistimiento o resolución del contrato, no para 
un supuesto como el presente en que lo que está ejercitando la parte actora es 
una acción de nulidad. 
He ahí, pues, el quid. Y lo explica así la propia STS de 28 abril 2015RJ 
2015,1553, al inicio de su primer Fundamento de Derecho: «el presente caso... 
plantea, como cuestión de fondo, la interpretación sistemática que debe realizarse 
de la propia correlación de los arts. 10 y 12 de la citada Ley 42/1998», que era 
la aplicable al caso (no la actualmente vigente derogatoria de aquélla: la Ley 
4/2012, de 6 de julio, con su art. 15, al que luego aludiremos). Como sigue 
diciendo dicha STS: «Principalmente, se plantea una cuestión de interpretación 
normativa. Así, respecto de la correlación de los citados 10 y 12 (Ley 42/1998) 
se cuestiona si la ineficacia del contrato de financiación se produce sólo en aten-
ción a los supuestos de desistimiento y resolución del contrato principal relativo a 
los derechos de aprovechamiento por turno de alojamiento o, por el contrario, si 
también se produce en consideración de la nulidad de dicho contrato». Pues, en 
efecto, el art. 10 de dicha ley habla de las posibilidades de desistimiento, de 
resolución y de nulidad del contrato de aprovechamiento por turno («I. El 
adquirente de derechos de aprovechamiento por turno tiene un plazo de diez días, 
contados desde la firma del contrato, para desistir del mismo a su libre arbitrio. Si 
el último día del mencionado plazo fuese inhábil, quedará excluido del cómputo, el 
cual terminará el siguiente día hábil. Ejercitado el desistimiento, el adquirente no 
abonará indemnización o gasto alguno. [...1 2. Sí el contrato no contiene alguna de 
las menciones o documentos a los que se refiere el artículo 9, o en el caso de que el 
adquirente no hubiera resultado suficientemente informado por haberse contrave-
nido la prohibición del artículo 8.1, o incumplido alguna de las obligaciones de los 
restantes apartados de ese mismo artículo, o si el documento informativo entregado 
no se correspondía con el archivado en el Registro, el adquirente podrá resolverlo 
en el plazo de tres meses, a contar desde la fecha del contrato, sin que se le pueda 
exigir el pago de pena o gasto alguno. [...1 En el caso de que haya falta de veraci-
dad en la información suministrada al adquirente, éste podrá, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal en que hubiera podido incurrir el transmitente y sin perjuicio 
de lo establecido en el párrafo anterior, instar la acción de nulidad del contrato 
conforme a lo dispuesto en los artículos 1.300 y siguientes del Código Civil... »); 
mientras que el art. 12, en cambio, solo habla de la ineficacia del contrato de 
préstamo en caso de desistimiento o de resolución de aquel contrato, nada más 
(«Los préstamos concedidos al adquirente por el transmitente o por un tercero que 
hubiese actuado de acuerdo con él quedarán resueltos cuando el primero desista 
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o resuelva en alguno de los casos previstos en el artículo 10 » , según dice en su 
primer párrafo). 
Ante tal cuestión, la sentencia de primera instancia estimará la demanda, 
declarando, por tanto, la nulidad también del contrato de financiación; y lo 
hace por dos razones: por la vinculación de dicho contrato de préstamo con el 
contrato de aprovechamiento por turno y en base a una interpretación lógica 
que hace de aquel art. 12 de la Ley 42/1998, que es la de proteger al adquirente 
del aprovechamiento por turno en cuanto consumidor. Con más detalle explica 
tales razones la STS de 28 abril 2015RJ 2015, 1553, en parte de su primer Fun-
damento de Derecho: por un lado, aquella vinculación entre ambos contratos la 
deduce el JPI de los siguientes hechos: «Ha quedado acreditado que el BSCH —la 
Entidad de Crédito— era cliente de Mundo Mágico —empresa turística que gestio-
na el aprovechamiento por turnos—; el préstamo se concede por el importe exacto 
del precio del contrato, y se entrega directamente el importe total del préstamo a 
Mundo Mágico, es decir, que los actores no tienen disponibilidad alguna del capital 
prestado, fue Mundo Mágico quien gestionó y tramitó el préstamo, y quien fijó la 
sucursal donde se firmó el préstamo, el Banco conocía la finalidad del préstamo, 
como se hace constar fue para financiar "vacaciones", el contrato con Mundo Má-
gico, se firma el 22 de junio de 2002 y la póliza de préstamo personal unos 9 días 
después el 1 de julio de 2002, y en esa misma fecha se transfiere la totalidad de 
su importe». Y, por lo que afecta a la argumentación jurídica, considera el JPI 
que «la resolución a la que se refiere el art. 12 de la Ley 42/1998 incluye todos los 
supuestos de ineficacia del contrato, pues, atendiendo al art. 3.1 del Código Civil, 
el espíritu y la finalidad de la ley 42/1998 es que el adquirente quede indemne a 
consecuencia de la operación compleja de adquisición mediante financiación aje-
na que deviene ineficaz por el desistimiento del adquirente o por el ejercicio de la 
facultad de resolución en cualquiera de los casos previsto en el art. 10, que incluye 
también en el apartado 2, párrafo segundo, la facultad del adquirente de instar la 
acción de nulidad conforme a lo dispuesto en los arts. 1300 y siguientes del CC. (...) 
Se entiende que si el adquirente debe quedar indemne en los supuestos de desisti-
miento sin causa justificada, y en los de resolución fundada en el incumplimiento 
de los deberes del transmitente, con más razón debe quedar indemne el adquirente 
cuando la ineficacia del negocio se declara por la existencia de una actuación dolosa 
del transmitente, que determina la nulidad del contrato de transmisión o por la 
inexistencia misma del contrato, por la ausencia de sus requisitos esenciales, que 
determina su nulidad radical, y que por lo tanto debe determinar también la nulidad 
del préstamo concedido de acuerdo con el transmitente, entendiéndose por lo tanto 
que la resolución a la que se refiere el art. 12 de la Ley 42/1998 incluye todos los 
supuestos de ineficacia del contrato». 
Ante tal sentencia del JPI, la Entidad de Crédito interpondrá un recurso 
de apelación, fundado en las mismas razones que la demanda reconvencional, 
que, en esta ocasión, la AP sí estima. La sentencia de apelación reconoce la 
vinculación habida entre ambos contratos (de aprovechamiento por turno y 
de financiación), pero niega la nulidad del de financiación con fundamento en 
una interpretación literal —contrapuesta a la lógica hecha en primera instan- 
cia— del art. 12 de la Ley 42/1998, que, en efecto, no incluye expresamente en 
su redacción tal hipótesis. Como nos explica la propia STS de 28 abril 2015RJ 
2015, 1553, dicha sentencia de apelación «desde una interpretación literal del 
artículo 12 de la Ley señala —que— este artículo solo comprende los supuestos de 
desistimiento y de resolución por las causas del art. 10.2 de Ley 42/1998, quedan-
do fuera el ejercicio de la acción de nulidad. (...) Criterio que es el seguido por el 
Real Decreto Ley que ha derogado y sustituido la Ley 42/1998, de manera que a 
tenor de la nueva legislación no cabe la afirmación de que la ineficacia del contrato 
principal se comunica al accesorio en los casos de desistimiento y resolución, y con 
más motivo en el supuesto mas grave de nulidad. (...) El contrato de financiación 
aunque esté relacionado con el contrato principal no sigue su suerte de manera 
inexorable, sino que solo se ve afectado por él en los casos en que lo establece la ley. 
(...) El legislador ha intentado conciliar los dos intereses en juego: la protección del 
consumidor frente a prácticas potencialmente abusivas, y la seguridad del tráfico 
jurídico. Por eso deroga el régimen general y extiende la ineficacia de un contrato 
(principal) a otro válido (el préstamo) atendiendo a un plus de protección al con-
sumidor; pero a la vez, exige a éste cierta diligencia en la defensa de sus intereses, 
exigiéndole que actúe dentro de unos plazos concretos, para favorecer el principio 
de seguridad jurídica». 
Contra tal resolución, será entonces el consumidor quien interponga un 
recurso de casación, fundándose en el carácter vinculado del contrato de fi-
nanciación al de adquisición del aprovechamiento por turno y en la necesaria 
protección del consumidor como contratante más débil en ambos contratos. 
Según explica la propia STS de 28 abril 2015RJ 2015, 1553, que aquí comen-
tamos, «los recurrentes alegan la extensión de la nulidad del préstamo realizado 
a los supuestos de ineficacia del art. 10.2, en relación con el art. 12, ambos de la 
Ley 42/1998, por las siguientes razones: —La vinculación y acuerdo entre ambas 
entidades. —Los dos contratos responden a una misma operación económica. —No 
se respeta entre la suscripción de ambos contratos el período de 10 días establecido 
en dicha norma. —No tiene sentido el contrato de financiación si no existe el objeto 
de tal financiación. —Debe aplicarse el principio general del derecho "accesorium 
sequitur principale", la nulidad del contrato principal debe comportar la nulidad 
del contrato accesorio. —La indemnidad del consumidor. Al mantener la vigencia del 
contrato de préstamo esta indemnidad desaparece, queda el consumidor totalmente 
desprotegido. —Es voluntad del legislador establecer una clara sanción en defensa del 
consumidor, en caso de incumplir lo establecido en la norma, pues si no se declara 
la nulidad del contrato de financiación se desvirtúa la intención del legislador, ya 
que el consumidor continúa teniendo un crédito que pagar por un servicio que no 
está a su disposición. —El mantenimiento de este contrato de financiación supone 
también una vulneración del principio general del equilibrio en cuanto a los dere-
chos y obligaciones de las partes». 
El TS estimará tal recurso, confirmando la sentencia de primera instancia, 
con la argumentación que al inicio de este comentario ha quedado reproduci-
da (y que iremos desgranando a continuación), que sintéticamente expuesta 
es la necesaria protección de los consumidores, y asentando como «doctrina 
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jurisprudencial de esta Sala que en los contratos de aprovechamiento por turno de 
bienes inmuebles, sujetos a la Ley 42/1998, la nulidad del contrato de financiación, 
a instancia del adquirente, también está comprendida en el artículo 12 de dicho 
Texto legal». 
Por nuestra parte, totalmente conformes nos mostramos con tal jurispru-
dencia, que, además, ha sido reiterada poco tiempo después en la STS de 27 
julio 2015RJ 2015, 4856. Pero no del todo conformes nos mostramos con la 
argumentación empleada para concluir con ella; no solo porque no nos parezca 
por sí misma acertada, sino, también, porque, de admitirla, la conclusión, la 
jurisprudencia creada, debía haber sido otra bien distinta, y, en nuestra opinión, 
desacertada. Veámoslo con más detenimiento. 
2. NUESTRA PROPUESTA DE ARGUMENTACIÓN EN LA RESOLUCIÓN DEL CASO: 
EL PRINCIPIO «ACCESSORIUM SEQUITUR PRINCIPALE» 
2.1. LA «CUESTIÓN PREVIA» PARA EL TS: LA PREVALENCIA DE LA INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA Y LÓGICA -FUNDADA, SEGÚN EL TS, EN LA PROTECCIÓN DEL 
CONSUMIDOR- SOBRE LA INTERPRETACIÓN LITERAL 
A la vista de la disputa argumentativa habida entre las dos primeras 
instancias judiciales (defensora la primera de una interpretación extensiva 
lógica, y la segunda de una interpretación estrictamente literal), como «cues-
tión previa» y como «directriz de interpretación», viene a recordar la STS de 28 
abril 2015RJ 2015, 1553, que aquí comentamos, que en materia de interpre-
tación normativa, la letra de la ley está subordinada a su espíritu, señalando 
la «insuficiencia de la interpretación literal como criterio preferente y autónomo 
del proceso interpretativo». Dirá luego, con más detalle, dicha STS, refirién-
dose críticamente a la interpretación hecha en segunda instancia: «... debe 
destacarse que la sentencia que es tomada de referencia fundamenta su criterio de 
decisión de acuerdo con la aplicación preferente de la interpretación literal de los 
preceptos en liza. En este sentido, y pese a que reconoce la formulación "prolija" 
del artículo 10, señala que el texto de la norma expresamente, en la misma rúbri-
ca del precepto citado, sólo refiere los supuestos de desistimiento y de resolución 
del contrato, sin referencia al supuesto de nulidad del mismo, de forma que debe 
entenderse que esta literalidad orienta la interpretación a llevar a cabo, pues la 
norma discrimina a los efectos de admitir los distintos supuestos de ineficacia, con 
lo que la interpretación del artículo 12 de la Ley 42/98 no puede ir más allá de lo 
expresamente contemplado en el artículo anterior (...) El desarrollo de este pro-
ceso interpretativo y, con ello, la interpretación restrictiva resultante, no puede ser 
compartido por esta Sala. La razón de fondo, conforme a las anteriores directrices 
señaladas, es que del curso de la interpretación literal de los preceptos objeto de 
examen, cuya función es auxiliar o instrumental respecto del propio proceso de 
interpretación, no se deduce una atribución de sentido clara o unívoca respecto 
de las cuestiones planteadas que determine la innecesariedad de continuar con 
la interpretación normativa; de forma que la interpretación realizada resulta in- 
completa o inconclusa. (...) En efecto, en primer término, y con carácter general, 
debe señalarse que la limitación de esta interpretación literal queda manifestada si 
tenemos en consideración que la principal clave interpretativa que la sentencia de 
referencia toma de la letra de la norma, esto es, la propia rúbrica del artículo 10, 
que distingue entre desistimiento y resolución, obedece, en realidad, a un error de 
la traducción española de la Directiva 1994/47/CE que, trasladado a la Ley 42/98, 
erróneamente traducía el término "résiliation", de la versión francesa de la citada 
Directiva, como resolución. En la actualidad, dicha confusión ha sido aclarada 
por la vigente regulación de la Ley 4/2012 que, incorporando la nueva Directiva 
2008/122/CE, contempla un tratamiento unitario del precepto referido al derecho 
de desistimiento, bien con relación a una información precontractual correcta, o 
bien incorrecta, diferenciando sólo el cómputo del plazo para su ejercicio. (...) 
En segundo término, y en la línea de lo anteriormente expuesto, también procede 
señalar que la insuficiencia de la interpretación literal seguida queda resaltada 
en la propia indefinición o ambigüedad que se desprende de la letra del precepto 
en orden a la configuración jurídica de la ineficacia contractual. En este sentido, 
conforme a lo señalado en la segunda directriz de interpretación anteriormente 
expuesta, de la literalidad del artículo 10 Ley 42/98, cuya formulación prolija, ya 
se ha dicho, es reconocida por la sentencia tomada de referencia, no se desprende 
que en dicha norma se haya abordado un pleno régimen especial de la ineficacia 
resultante en los contratos de aprovechamientos por turno de bienes inmuebles 
sujetos a esta normativa. (...) En efecto, por el contrario, la norma contempla 
indistintamente el desistimiento y la resolución sin matizar diferencia alguna res-
pecto de su respectiva incidencia en el plano de la ineficacia del contrato, extremo 
que viene a confirmar la anterior confusión señalada por la defectuosa traducción 
de la Directiva que, en realidad, sólo contemplaba el supuesto del desistimiento 
que, como se sabe, no es una figura que corresponda técnicamente al ámbito de la 
ineficacia contractual. Esta misma confusión también se observa cuando el precepto 
establece, con idéntico contenido, los efectos del desistimiento o de la resolución 
en los supuestos tomados en consideración (número primero y segundo del ar-
tículo 10), esto es, la liberación del adquirente (cliente) de abonar gasto alguno 
o indemnización al respecto. Con lo que, siguiendo la propia letra del precepto, y 
la ambigüedad o indefinición señalada, tampoco se puede afirmar que la norma 
excluya la aplicación a la acción de la nulidad, pues al margen de que no se señale 
expresamente (literalmente), su posible aplicación se contempla con una clara 
razón de compatibilidad ("sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior", 
señala el precepto) y con relación a un supuesto expresamente contemplado en el 
deber de información que debe acompañar a la formalización de estos contratos, 
es decir, cuando el proveedor lo haya incumplido y su oferta refleje una "falta de 
veracidad en la información suministrada"».. 
Y así concluirá el TS, ya en general, más allá del caso, afirmando la preva-
lencia de la interpretación lógica y sistemática sobre la literal, para así destacar 
que la lógica de los arts. 10 y 12 Ley 42/1998 en lid es la protección del consu-
midor y que, por ello, cabe «extender» -dice- a la nulidad del contrato: «En este 
contexto de interpretación, y a los efectos de la mejor compresión de la resolución 
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del mismo, interesa destacar una consideración acerca del proceso interpretativo 
que conviene resaltar en el presente caso. (...) En este sentido, debe precisarse el 
carácter instrumental que presenta la interpretación literal de la norma, de forma 
que no debe valorarse como un fin en sí misma considerada, pues la atribución del 
sentido, objeto del proceso interpretativo, sigue estando en la finalidad y función 
que informa a la norma». Para decir más adelante: «Como puede observarse, 
aunque instrumentalmente la interpretación literal suela ser el punto de partida 
del proceso interpretativo, no obstante, ello no determina que represente, inexora-
blemente, el punto final o de llegada del curso interpretativo, sobre todo en aquellos 
supuestos, como el presente caso, en donde de la propia interpretación literal no 
se infiera una atribución de sentido unívoca que dé una respuesta clara y precisa 
a las cuestiones planteadas (STS de 18 de junio de 2012, núm. 294/2012RJ 2012, 
8857). En estos casos, por así decirlo, el proceso interpretativo debe seguir su curso 
hasta llegar a la "médula" de la razón o del sentido normativo, sin detenerse en la 
mera "corteza" de las palabras o términos empleados en la formulación normativa. 
(...) 4. Sistematización del contexto interpretativo y finalidad jurídica de la norma 
(sentido normativo). (...) La continuidad del proceso interpretativo en busca del 
fin jurídico que informa a la norma y la dota de sentido requiere que, previamente, 
se sistematice correctamente el contexto normativo objeto de interpretación. (...) 
En este sentido, y en la línea de superar la interpretación literal anteriormente 
examinada, debe precisarse que la delimitación del contexto normativo objeto de in-
terpretación también comprende tanto la Ley 26/1984, de 19 de julio, sobre defensa 
de consumidores y usuarios, como la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación, dada la condición de consumidores y adherentes de 
los adquirentes del aprovechamiento por turno de bienes inmuebles... Pues bien, 
del contexto normativo así delimitado, se desprende, de forma clara, que tanto el 
régimen específico de la Ley de aprovechamientos por turno, como el de la ley de 
crédito al consumo, vienen informados axiológicamente por la normativa citada 
que resulta presidida por una innegable finalidad tuitiva o protectora de la posición 
contractual del consumidor adherente de estos productos. (...) Finalidad tuitiva 
(artículo 51 CE) que la normativa citada articula, entre otros mecanismos, en un 
específico control de eficacia de la reglamentación predispuesta, mediante el con-
trol de abusivídad, tanto por contenido como por transparencia, y que la doctrina 
jurisprudencial de esta Sala, conforme al desenvolvimiento de las directrices de 
orden público económico, particularmente del principio de buena fe, caracteriza o 
residencia en los especiales deberes de configuración contractual que incumben al 
predisponente en este particular modo de la contratación (STS de 8 de septiembre 
de 2014, núm. 464/2014RJ 2014, 4660). (...) De todo ello se desprende que, en el 
presente caso, la definición del régimen de la ineficacia derivada no puede quedar 
extramuros de esta función tuitiva que, lejos de representar un mero recurso de la 
interpretación lógica, atribuye el sentido normativo al contexto objeto de inter-
pretación directamente desde los propios principios generales que lo informan. De 
forma que, ante la insuficiencia que presenta la interpretación literal, procede dar 
preferencia a la interpretación teleológica de los preceptos analizados a los efectos 
de extender la ineficacia derivada a un supuesto, como el de la nulidad contrac-
tual, que exterioriza, de un modo frontal, la vulneración de los legítimos derechos 
e intereses del consumidor adherente de estos productos de aprovechamiento por 
turno de bienes inmuebles». 
In abstracto, no creemos que haya que objetar nada a la prevalencia del 
espíritu sobre la letra de la ley, cuando ésta no es acorde a aquélla o no la refleja 
claramente. Aunque no es así porque la interpretación lógica o la sistemática en 
particular sean preferentes a la gramatical. El art. 3.1 CC enumera los criterios 
o elementos para interpretar una norma, haciéndolo abiertamente y sin inten-
ción de ordenarlos jerárquicamente, aunque sí —y solo— con la de subordinarlos 
siempre al espíritu y finalidad de la norma: «Las normas se interpretarán según 
el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes his-
tóricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, 
atendiendo fundamentalmente —según dice— al espíritu y finalidad de aquéllas». Lo 
que sí es cierto es que el empleo del criterio gramatical no suele ser suficiente 
para los casos más difíciles de interpretación (nos atreveríamos a decir, para 
los de verdadera interpretación), en los que resulta necesario acudir a otros 
cánones o criterios interpretativos. En tales casos no bastará con la letra de la 
ley, sino que habrá el intérprete de penetrar en el espíritu de la ley. Con bellí-
simas palabras así se decía en las Partidas: «que el saber de las leyes non es tan 
solamente en aprender e decorar las letras dellas, mas el verdadero entendimiento 
dellas». En su Glosa (63), añadirá Gregorio López: «La ciencia consiste en la 
médula de la razón, no en la corteza de lo escrito» (una frase que, curiosamen-
te, reproduce la STS de 28 abril 2015 que aquí comentamos, sin mencionar 
su autoría, ocultada bajo un «por así decirlo», cuando, en cambio, en muchas 
otras ocasiones no ha tenido reparos el TS en citar al autor de ideas o frases 
lapidarias, pertenecientes a juristas tan autorizados como Ulpiano, Paulo, Co-
varrubias,... según puede verse recopilado en Pérez Álvarez: Interpretación y 
jurisprudencia, 1994, p. 153). También lo decía mucho antes en Roma Celso: 
«Scire leges non est earum verba tenere, sed vim ac potestatem» («Saber las leyes 
no es retener en la memoria sus palabras, sino conocer su fuerza y su valor»). 
A todos ellos recordará hace más de siglo y medio el gran jurista Pedro Gómez 
de la Serna (en sus Comentarios a la LH-1861), para concluir con una frase que, 
desgraciadamente, no ha perdido actualidad, y que todos deberíamos imprimir 
en nuestra memoria y en nuestro quehacer cotidiano por mor de ser auténticos 
juristas: «La ciencia del derecho no consiste en tener el conocimiento de la letra 
de las leyes; el hombre dotado de una memoria felicísima, podría entonces a 
poca costa aparecer como un gran jurisconsulto, aunque no comprendiera su 
filosofía, a pesar de que nuestros padres le llamaban por desprecio leguleyo. El 
verdadero conocimiento de las leyes está en su espíritu, no en las palabras de 
que el legislador se vale para expresar su voluntad soberana». 
Pero, en concreto, parece no haber caído del todo la STS, que aquí comen-
tamos, en que solo ha comparado la interpretación según el método empleado 
(el literal, el lógico y el sistemático, en el caso), pero no en su resultado posible 
(declarativo —sea éste lato o estricto—, modificativo —sea extensivo o restrictivo—
o corrector), pues de haberlo hecho se hubiera topado con obstáculos para su 
argumentación empleada. Veámoslo con más detalle. 
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2.2. Y LA «CUESTIÓN OLVIDADA» POR EL TS: LA INTERPRETACIÓN POR SU RESUL-
TADO: ENTRE LA INTERPRETACIÓN ESTRICTAMENTE LITERAL, QUE NIEGA LA 
EXISTENCIA DE UNA LAGUNA LEGAL, Y LA INTERPRETACIÓN EXTENSIVA, O 
INCLUSO ANALÓGICA, QUE LA ADMITE COMO PRESUPUESTO, PERO QUE, EN 
ESTE CASO, CHOCA CONTRA NORMAS EXCEPCIONALES Y SANCIONADORAS 
Es cierto que la SAP recurrida en casación se fundamenta en una inter-
pretación literal o gramatical del art. 12 de la Ley 42/1998, cuando silencia la 
ineficacia del contrato de préstamo en caso de nulidad del contrato de apro-
vechamiento por turno, pero también se fundamenta en una interpretación 
lógica (aquella que pretende un equilibrio entre la protección del consumidor 
y la seguridad del tráfico jurídico, antes reproducida), lo que le lleva, como 
resultado, a una interpretación «literal» o estricta —o «estrictamente literal», si 
se quiere así decir, o incluso «restrictiva», en opinión del TS— de dicha norma. 
Con ello, en el fondo, lo que hace la SAP es negar en tal precepto la existencia 
de una laguna, por entender que si pudiendo el legislador regular una deter-
minada cuestión (la nulidad del contrato de financiación por la nulidad previa 
del contrato de aprovechamiento por turno), y no ha querido voluntariamente 
hacerlo (como así cree evidenciarlo el silencio que al respecto guarda hoy el art. 
15 de la Ley 4/2012), ha sido porque desea, claramente, que tal cuestión quede 
excluida (inclusio unius exclusio alterius), como sucede si al regular una materia 
se remite, solo en algunas de sus cuestiones, a la regulación contenida en otra 
materia (como, en efecto, hace el art. 10.2 de la Ley 42/1998 en su remisión a 
los arts. 1300 ss CC), sin hacer lo propio para otras cuestiones que en ésta se 
prevén, pero en aquélla no (como, en opinión de la SAP, así sucede con el art. 12 
de la Ley 42/1998, que, frente al art. 10, ya no habla de la nulidad; o piénsese, 
por poner otros ejemplos indudables, en los casos de los artículos 528 CC, que 
aplica al uso y la habitación las normas del usufructo, el 1541 al extender las 
normas de la compraventa a la permuta, o el artículo 1553, sobre evicción en 
el arrendamiento...). Es lo que según la SAP sucede con los arts. 10 y 12 de la 
Ley 42/1998, y que ha venido a refrendar actualmente el art. 15 de la nueva, y 
vigente, Ley 4/2012, de 6 de julio, de derechos de aprovechamiento por turno 
de bienes inmuebles de uso turístico, al silenciar la remisión cuando dice: «1. 
Si el consumidor ejerce su derecho de desistimiento del contrato de aprovechamiento 
por turno de bienes de uso turístico o de producto vacacional de larga duración, 
los contratos accesorios quedarán automáticamente sin eficacia, incluidos los de 
intercambio o de reventa, sin coste alguno para aquél. (...) Se entiende por contrato 
accesorio todo contrato en virtud del cual el consumidor adquiere servicios relacio-
nados con uno de los contratos enumerados en el párrafo anterior, cuando dichos 
servicios son prestados por el empresario o un tercero según lo convenido entre este 
y el empresario. (...) 2. En caso de que el precio haya sido total o parcialmente cu-
bierto mediante un préstamo concedido al consumidor por el empresario o por un 
tercero, según lo convenido entre el tercero y el empresario, el contrato de préstamo 
quedará sin efecto, sin coste alguno para el consumidor, si este ejerce su derecho a 
desistir del contrato de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico, de 
producto vacacional de larga duración, de reventa o de intercambio». 
No podemos, desde luego, entender que esta última norma posterior haya 
venido a ser en este punto una suerte de interpretación auténtica —auténtica-
mente estricta, o restrictiva—, que confirma la inexistencia de aquella laguna y 
la consiguiente imposibilidad de anular el contrato de financiación en caso de 
nulidad del contrato de aprovechamiento por turno. La intención de la nueva 
Ley de aprovechamiento por turno, al regular en sus arts. 12 y ss. (dentro de su 
Capítulo IV), el específico derecho de desistimiento del consumidor del apro-
vechamiento por turno ha sido la de poner un poco de orden terminológico, y 
por ende sustantivo, en la cuestión. Así lo aclara en su Exposición de Motivos 
cuando dice: «El capítulo IV regula el desistimiento como un derecho de naturaleza 
única "ad nutum", sin expresión de motivos; y ello, tanto si el empresario hubiera 
facilitado correctamente la información precontractual, como si la hubiere omitido o 
lo hubiera hecho de manera insuficiente. No se trata de dos derechos de naturaleza 
diferente, sino única; y solo varía en ambos supuestos el cómputo de los plazos de 
ejercicio del derecho. Con ello se asume el criterio de la Directiva 2008/122/CE que 
en sus versiones francesa e inglesa utiliza los términos "se retracter" y "withdraw", 
respectivamente. Y acaba con el dualismo de la Directiva 1994/47/CE que utilizaba 
dichos términos para el desistimiento "ad nutum", cuando el empresario facilitó 
correctamente la información; utilizando, sin embargo, para los supuestos de falta 
o incorrecta información precontractual los términos "résiliation" y "cancelation", 
en francés e inglés respectivamente. Con este tratamiento unitario se acaba con la 
confusión suscitada por la traducción española de la Directiva 1994/47/CE que 
había utilizado la palabra "resolución", lo que se trasladó a la Ley 42/1998, de 
15 de diciembre, que aplicó el sistema dual de "desistimiento" para los casos de 
información correcta y "resolución" para los de falta o incorrecta información pre-
contractual».. Y así, no en vano para negar el carácter singularmente restrictivo 
del art. 12 de la Ley 42/1998, lo recuerda la propia STS de 28 abril 2015 (antes 
transcrita en tal aclaración; recuérdese, cuando dice que «la propia rúbrica del 
artículo 10, que distingue entre desistimiento y resolución, obedece, en realidad, a 
un error de la traducción española de la Directiva 1994/47/CE que, trasladado a la 
Ley 42/98, erróneamente traducía el término "résiliation", de la versión francesa 
de la citada Directiva, como resolución. En la actualidad, dicha confusión ha sido 
aclarada por la vigente regulación de la Ley 4/2012 que, incorporando la nueva 
Directiva 2008/122/CE, contempla un tratamiento unitario del precepto referido al 
derecho de desistimiento, bien con relación a una información precontractual correc-
ta, o bien incorrecta, diferenciando sólo el cómputo del plazo para su ejercicio... »); 
añadiendo, además, que ni antes, en la Ley 42/1998, ni actualmente, en la Ley 
4/2012, el legislador ha tenido la intención de regular un régimen completo 
sobre la ineficacia de los contratos en materia de aprovechamiento por turnos. 
Recuérdese, cuando dice aquello de que de tales normas «no se desprende que... 
se haya abordado un pleno régimen especial de la ineficacia resultante en los contra-
tos de aprovechamientos por turno de bienes inmuebles sujetos a esta normativa».. 
Con tal afirmación, la STS está negando, aunque sin así decirlo, la existen-
cia de una laguna institucional, y, con ello, la necesidad de acudir a la estricta 
analogía, que se mueve entre instituciones diferentes, pero semejantes. Pues 
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de no haber hecho tal negación, no hubiera podido fijar la jurisprudencia que 
en tal sentencia se asienta: 
En primer lugar, de admitir la existencia de tal laguna institucional, el 
TS se hubiera visto obligado a tratar si, en efecto, entre el desistimiento y la 
nulidad hay analogía como especies ambas de un posible mismo género (el de 
la ineficacia de los contratos), y se hubiera topado con obstáculos casi insu-
perables; la misma STS que comentamos llega a decir que «el desistimiento..., 
como se sabe, no es una figura que corresponda técnicamente al ámbito de la in-
eficacia contractual»; y aunque se admitiera que ambas instituciones suponen 
la ineficacia del contrato, ¿acaso contienen el mismo grado de ineficacia? En 
tal berenjenal se meten los juzgados de primera y de segunda instancia para 
coincidir en que la nulidad supone un grado mayor, más grave de ineficacia 
que el desistimiento, lo que, sin embargo, les sirve para realizar deducciones 
opuestas (para la primera instancia entender que el art. 12 de la Ley 42/1998 
incluye la nulidad, y para la segunda instancia entender, en cambio, que la 
excluye). El error, de base en nuestra opinión, es hacer la comparación misma, 
cuando las diferencias entre ambas instituciones son insuperables, e impiden 
cualquier acercamiento o semejanza: mientras que el desistimiento opera a 
instancia de parte, sometido a plazos y es extrínseco al contrato por ser «ad 
nutum», la nulidad, por el contrario, es una estricta ineficacia contractual, im-
prescriptible, apreciable de oficio y que opera automáticamente por obedecer a 
una causa, a un vicio intrínseco al contrato. Intentar, pues, ver entre ellas dos 
posibles especies de un mismo género, sería tanto como observar también un 
género —remoto— común, por citar algún otro ejemplo, por lo general recha-
zado, entre las parejas de hecho y el matrimonio, fundado en el compromiso 
familiar de la unión. Sobre tal caso, según es ya hartamente sabido, la práctica 
unanimidad de la doctrina y de la jurisprudencia, tanto del TC como del TS 
(véase, por todas, la unificadora STS de 12 septiembre 2005), niega que haya 
analogía entre el matrimonio y las uniones de hecho y que, por tanto, deban 
equipararse en sus efectos, a pesar de que la comunidad de vida de sus com-
ponentes, que forman por ello una familia, sea nota común en ambas. Pues es 
la solemnidad y formalidad de la unión matrimonial, en su constitución y en 
su ruptura, expresión de un compromiso no sólo moral, sino también jurídico, 
vinculante entre los esposos, la que falta, por su naturaleza, en las parejas no 
casadas, caracterizadas por su libertad en su creación y disolución, lo que, a la 
postre, impide la identidad de razón entre ambos tipos de uniones y, por ende, 
la aplicación analógica a las parejas de hecho de las normas del matrimonio. 
Pero los ejemplos podrían ser otros muchos: como la pretendida analogía entre 
la fianza y la hipoteca por deuda ajena,... 
En segundo lugar, de admitir la semejanza institucional entre el desisti-
miento y la nulidad, el TS se hubiera topado con el siguiente obstáculo para 
recurrir a la analogía, según impone el art. 4.2 CC: el de aplicar una norma 
excepcional (relativa al desistimiento, cuya singularidad, frente a la regla del 
art. 1256 CC, deriva, entre otras razones, de su carácter «ad nutum», aunque 
se funde en un principio, el de protección del consumidor), a una institución  
eminentemente sancionatoria (como es la nulidad de un contrato, cfr, art. 6.3 
CC). A veces, como sucede con el art. 10 de la Ley 42/1998, la excepcionalidad 
de la norma no está tanto en su razón, sino en su consecuencia, que puede ser 
singular, por su contraste con lo que sería la solución general, a pesar de encon-
trarse fundada en un principio general del derecho. Es, en cualquier caso, un 
modo, aunque diverso del común, de excepcionar la regla. Un ejemplo de ello, 
diverso del que aquí estamos tratando, puede verse en nuestra jurisprudencia 
que se muestra contraria a la analogía entre la hipoteca por deuda ajena y la 
fianza; se trataba, en uno de aquellos casos resueltos por nuestro TS, de aplicar, 
o no, por analogía el art. 1852 CC: la STS de 3 febrero 2009, en particular, se 
negó a ello, entre otras razones, por ser dicha norma excepcional, a lo que ob-
jetaron algunos —Como Bercovitz (en CCJC, 2099, n° 81, pp. 1232-1237)— que 
dicha norma se fundamenta en el principio general de la buena fe. Pareciese 
en ello no advertirse que aunque fundada en una máxima general, como es la 
buena fe (art. 7.1 CC), o incluso pudiera serlo el no abuso del derecho (art. 7.2 
CC), la excepcionalidad del art. 1852 CC estriba en su resultado, en la medida 
que impone al acreedor —una carga, nunca presumible, restrictiva de su libertad 
de actuación sobre sus derechos— y en la consecuencia que sanciona —nunca 
mejor dicho— para su efectividad: la liberación del fiador como protección de 
su sola expectativa de subrogación y como sanción al acreedor (frente a la 
solución general, como pudiera ser la indemnizatoria ex arts. 7.2, 1902 CC —o 
cfr, arts. 1001, 1111, 1937 CC—); lo que, en definitiva, impediría la aplicación 
por analogía de aquel art. 1852. Otro tanto de lo mismo, creemos, puede de-
cirse del art. 10 de la Ley 42/1998 que venimos tratando, y de la facultad de 
desistimiento «ad nutum», que, sin duda, es una singularidad frente a la regla 
general contenida en el art. 1256 CC. 
Todos estos inconvenientes han sido evitados —inconscientemente, según 
creemos— por la STS de 28 abril 2015 al ver —aunque no lo diga así— en aquel 
art. 12 de la Ley 4/2012 una laguna casuística, que cabe colmar mediante su 
interpretación extensiva o amplia en su resultado, sin necesidad de acudir a la 
analogía. Al menos una ocasión hay, si no he errado en la búsqueda, en que la 
STS que comentamos habla de «extender» el sentido de aquel art. 12 (aunque 
—insistimos— ignoramos si lo dice con plena consciencia de tal distinción). 
Particularmente, estoy entre quienes defienden la distinción entre la interpre-
tación extensiva y la analogía (y así lo hice en un trabajo específico sobre el 
tema publicado, con el título «Analogía e interpretación extensiva: una reflexión 
[empírica] sobre sus confines», en el Anuario de Derecho Civil, en 2012, p. 1001 
y ss), y también estoy entre quienes consideran que no todos los requisitos y 
límites de la analogía (expresados en el art. 4 CC), son aplicables a la interpre-
tación extensiva. Pero también reconozco que no toda la doctrina, ni la juris-
prudencia, aceptan, o ni siquiera advierten, tal diferencia, lo que, en su lógica, 
les lleva a someter tanto a la una como a la otra a los límites del art. 4.2 CC. 
De ser así, a este caso habría que traer, entonces, aquellos obstáculos referidos 
antes (sobre la falta de «eadem ratio» entre desistimiento y nulidad, y sobre el 
carácter excepcional y sancionador, respectivamente, de las normas que regulan 
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una y otra institución), para concluir que la jurisprudencia asentada por la STS 
de 28 abril 2015 (declarando la nulidad del contrato de financiación cuando 
se anula el contrato de aprovechamiento por turno), puede ser cuestionada en 
su argumentación y, por consiguiente, en su resultado. 
¿Cómo, entonces, resolver la cuestión sin tener que aceptar, y explicar, la 
distinción entre interpretación extensiva y analogía? 
2.3. UNA ARGUMENTACIÓN ALTERNATIVA A LA DEL TS: LA APLICACIÓN -SEA IN-
TERPRETATIVA, SEA INTEGRADORA- DEL PRINCIPIO «ACCESORIUM SEQUITUR 
PRINCIPALE» 
Como hemos visto reiteradamente, la STS, que aquí comentamos, se funda 
exclusivamente en la necesaria protección del consumidor que —sin duda— late 
en el art. 10 de la Ley 42/1998, al concederle el derecho de desistimiento y 
donde también se habla de la posible nulidad del contrato de aprovechamiento, 
para desde tal lógica (que aplica sistemáticamente), entender —extensivamente—
que el art. 12 de la misma ley, aunque solo habla de la ineficacia del contrato 
de préstamo por desistimiento del contrato de aprovechamiento, debe incluirla 
en caso de que éste sea anulado. Y he aquí, en nuestra opinión, el quid de la 
cuestión. ¿Es, en efecto, esa la lógica, el espíritu del art. 12 de la Ley 42/1998 
desde el que debe éste ser interpretado extensivamente, declarando la ineficacia 
del contrato de préstamo sea por desistimiento o por la nulidad del contrato de 
aprovechamiento, para así proteger al consumidor? ¿Es que acaso de no ser un 
consumidor el adquirente del turno no cabría hacer tal interpretación amplia de 
aquel art. 12? En nuestra opinión, la lógica, el espíritu que late en dicha norma 
cuando declara ineficaz el contrato de financiación si ha habido desistimiento 
del contrato de aprovechamiento por turno estriba, en efecto, en un principio 
general del Derecho, pero diverso al de la protección de los consumidores, que, 
en efecto también, puede extraerse desde una interpretación lógica y sistemá-
tica; pero no —solo— desde aquel otro art. 10 de la Ley 42/1998, sino desde casi 
el entero ordenamiento jurídico: aquel principio según el cual lo accesorio 
sigue a lo principal; el accessorium sequitur principale, a que incluso se refería 
la demanda del consumidor y la sentencia de primera instancia; y así también 
multitud de sentencias de Audiencias Provinciales en casos idénticos, que pue-
den verse citadas por Gil Membrado (en CCJC, n° 99, 2015), y, comentando el 
art. 15 de la actual Ley 4/21012, por Marín López (que las cuenta por decenas, 
en la Revista CESCO de Derecho de Consumo, n° 3, 2012), aclarando aquélla 
que «la accesoriedad no se predica de que el consumidor adquiera un servicio 
relacionado con el objeto del contrato principal, sino más bien porque trae 
causa a la unidad comercial que existe entre el contrato de préstamos y el con-
trato de aprovechamiento por turno, en cuanto el primero sirve exclusivamente 
a la financiación del segundo». Más detenidamente, nos dice Marín López: 
«Para que los dos contratos puedan considerarse vinculados, y las vicisitudes 
(ineficacia, desistimiento) del contrato de aprovechamiento puedan incidir en 
el contrato de préstamo, no basta con que el consumidor haya celebrado esos  
dos contratos. Es necesario que exista un nexo causal entre ellos, una conexión 
funcional. El artículo 15.2 de la Ley 4/2012 requiere que el préstamo se haya 
concedido «según lo convenido entre el empresario [vendedor del derecho de 
aprovechamiento por turno] y el tercero [prestamista] ». Prestamista y empre-
sario colaboran planificadamente para permitir a los consumidores el acceso a 
derechos de aprovechamiento por turno aunque no tengan el dinero suficiente 
para poder pagar el precio al contado. La colaboración consiste en facilitar a 
los consumidores el acceso a esos derechos mediante la financiación necesario. 
Los dos contratos están vinculados, hay una conexión causal, cuando a través 
de ellos las partes pretenden alcanzar un único resultado económico: permitir 
al consumidor la adquisición de bienes o servicios con pago a plazos. Sólo 
cuando los dos contratos están vinculados, en los términos expuestos, tiene 
sentido que la ineficacia del contrato de adquisición de un derecho de aprove-
chamiento por turno afecte al contrato de financiación. Si el consumidor se ha 
procurado el préstamo «por su cuenta», esto es, si no se ha servido de la inter-
vención del proveedor del bien o del servicio en la preparación o celebración 
del bien o servicio, los dos contratos no pueden considerarse vinculados, por 
lo que el prestamista no puede verse afectado en su contrato de préstamo por 
el hecho de que el consumidor desista del contrato de consumo o éste devenga 
ineficaz por otra razón». Y aclara más adelante la innecesariedad de tal norma: 
«En realidad, el artículo 15.2 de la Ley 4/2012 es totalmente prescindible en 
nuestro derecho. La Ley de Crédito al Consumo ya prevé que si el contrato de 
consumo deviene ineficaz por cualquier razón, el consumidor podrá conseguir 
también la ineficacia del contrato de crédito, y desvincularse del mismo. La Ley 
contempla esta hipótesis en dos preceptos: a) si el consumidor ha ejercitado 
su derecho de desistimiento respecto del contrato de adquisición de bienes o 
servicios financiado total o parcialmente por un contrato de crédito vinculado, 
dejará de estar obligado por este último contrato sin penalización alguna para 
el consumidor (art. 29.2); b) la ineficacia del contrato de consumo determinará 
también la ineficacia del contrato de crédito destinado a su financiación, con 
los efectos previstos en el artículo 23 (art. 26.2). La regla general está conte-
nida en el artículo 26.2, y el artículo 29.2 no es sino una aplicación particular 
de aquélla. La inclusión de las dos normas se explica por su distinto origen: 
el artículo 26.2 proviene de la anterior Ley 7/1995 (art. 14.2), mientras que el 
artículo 29.2 incorpora el artículo 15.1 de la Directiva. El artículo 15.2 de la Ley 
4/2012, al igual que el artículo 29.2 de la Ley de contratos de crédito al consu-
mo, no son más que una manifestación concreta de la regla general contenida 
en el artículo 26.2 de la LCCC. El artículo 15.2 de la LCATB se explica por el 
afán del legislador de incorporar a nuestro derecho interno el artículo 11.2 de 
la Directiva 2008/122/CE, cuando lo cierto es que una previsión de este tipo 
estaba ya contemplada en nuestro ordenamiento». 
Y en el fondo, en la raíz de todas esas, y otras muchas normas, estamos 
ante un principio lógico elemental: el de que lo accesorio sigue a lo principal; 
tanto que desde el Derecho Romano ha sido siempre aceptado como principio 
general del Derecho. Por su propia lógica, su campo de aplicación es amplísimo: 
en materia de obligaciones, de contratos, de accesión, de garantías del crédito, 
de legados... La sola enumeración de dicho ámbito aplicativo sería fatigosa. 
Y con su sola aplicación al caso que aquí y ahora nos ocupa quedarían 
eludidas tantas cuestiones que han pasado inadvertidas para el TS: poco o —
mejor dicho— nada importará entonces que divaguemos sobre si la imprevisión 
de aquel art. 12 de la Ley 42/1998 constituye, o no, una laguna legal, si ésta, 
de admitirse su existencia, es una laguna casuística o institucional, y si para 
colmarla basta con la interpretación extensiva o si es necesario recurrir a la 
analogía con los consiguientes posibles obstáculos derivados del art. 4.2 CC. 
No se trata más que de la aplicación de un principio general del derecho, ya se 
quiera ver en su función interpretativa de la norma, ya en su función integra-
dora y extraída de una suerte de analogía iuris (cfr., arts. 1.4 y 4 CC). ¿Acaso 
no es eso lo que, en realidad, hay en lo que la STS que comentamos llama una 
«interpretación lógica y sistemática»? 
Trayendo, de nuevo, el conocido caso de las parejas de hecho, también en 
él vino a suceder algo parecido no hace mucho en nuestra jurisprudencia para 
resolver el problema del perjuicio económico que puede provocar su ruptura 
para uno de los convivientes, que de producirse, no cabría resolver aplicando 
por analogía el art. 97 CC (como, sin embargo, hicieron las SSTS de 5 julio 
2001 y 16 julio 2002), sino más bien, por aplicación supletoria, ex art. 1.4 CC, 
o por analogía iuris si se quiere, del principio del enriquecimiento injusto, sin 
causa o torticero, deducible, entre otros, del art. 1901 CC. 
Admitida la aplicación del principio de accesoriedad, la verdadera cues-
tión, más fáctica que jurídica, por indagar en cada caso que ahora nos ocupa 
será interpretar los hechos concretos a fin de observar si, en efecto, el contrato 
de préstamo o financiación es accesorio del contrato de aprovechamiento por 
turno (a cuyo propósito, nos remitimos, de nuevo, al trabajo de Marín López, 
en CESCO, n° 3, 2012, en que estudia las condiciones que han de darse para 
entender que ambos contratos están vinculados, haciéndolo al amparo del art. 
15.2 de la Ley 4/2012 y de los arts. 26.2 y 29.2 de la Ley 16/2011, de contratos 
de crédito al consumo, a cuyo estudio nos remitimos). 
Es condición fáctica, precisamente, es la que observa la sentencia de pri-
mera instancia, en el caso particular que aquí nos ocupa, cuando —recuérdese—
acepta probada la vinculación de ambos contratos en aquel caso particular: «Ha 
quedado acreditado que el BSCH —la Entidad de Crédito— era cliente de Mundo Má-
gico —empresa turística que gestiona el aprovechamiento por turnos—; el préstamo 
se concede por el importe exacto del precio del contrato, y se entrega directamente 
el importe total del préstamo a Mundo Mágico, es decir, que los actores no tienen 
disponibilidad alguna del capital prestado, fue Mundo Mágico quien gestionó y 
tramitó el préstamo, y quien fijó la sucursal donde se firmó el préstamo, el Banco 
conocía la finalidad del préstamo, como se hace constar fue para financiar "vaca-
ciones", el contrato con Mundo Mágico, se firma el 22 de junio de 2002 y la póliza 
de préstamo personal unos 9 días después el 1 de julio de 2002, y en esa misma 
fecha se transfiere la totalidad de su importe». 
¿O es que acaso, de no haber tal vinculación entre ambos contratos, el TS 
se atrevería a mantener su doctrina de entender nulo el contrato de préstamo 
si antes se anula el contrato de aprovechamiento por turno, en aras de proteger 
al consumidor? En las dos STS habidas hasta la fecha sobre la cuestión, parecía, 
en efecto, existir tal vinculación (y, por tanto, tal relación de principalidad y 
de accesoriedad entre ambos contratos). En el de la STS de 28 abril 2015 ya 
lo acabamos de recordar. Y en la posterior STS de 27 julio 2015RJ 2015, 4856, 
ante la falta de prueba de tal vinculación en el caso estimada por la SAP, que 
solo tuvo en cuenta una cláusula del contrato (donde se decía: «"SEGUNDO.—
El precio de esta transmisión queda fijada en la suma de 15.990,00 Euros [quince 
mil novecientos noventa euros] . La precitada cantidad será satisfecha por el/los 
adquirentes entre el undécimo y el vigésimo día de la firma del presente contrato. 
Respecto al pago del precio se informa a los adquirentes que pueden solicitar si lo 
estiman oportuno, un crédito en la entidad financiera que tenga por conveniente"»), 
el TS, en cambio, llegará a admitirla: «De la prueba practicada, en relación a la 
posible vinculación entre las entidades codemandadas, resultaron acreditados los 
siguientes hechos: (...) A) Los demandantes tenían su residencia en una localidad 
distinta a la de la entidad bancaria que concedió el préstamo (Cornellá de Llobregat 
y Sabadell, respectivamente). (...) B) No eran clientes de la citada entidad bancaria 
que tenía su oficina en la misma calle que la mercantil proveedora del producto 
de turnos turísticos contratado. (...) C) Dicha entidad proveedora se encargó de 
la formalización del préstamo a los demandantes, recibiendo la entrega del dinero 
objeto del préstamo, previa deducción de los gastos, el mismo día en que se hizo 
efectivo. (...) D) Las citadas entidades codemandadas contaban con más clientes 
con productos similares al del presente caso». Ignoramos, sin embargo, si el TS 
mantendrá su jurisprudencia cuando en algún caso no se acredite, o no haya 
siquiera indicios, de tal vinculación. Habrá, pues, que esperar a tal ocasión... 
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